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Juzgado 46 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.

De: Correspondencia CAN Seccion 04 - Bogotá D.C.
Enviado el: viernes, 28 de agosto de 2020 4:50 p. m.
Para: Juzgado 46 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
Asunto: RV: CONTESTACIÓN  11001334204620190047500 - ESPERANZA AGUDELO 

MALDONADO
Datos adjuntos: ESPERANZA AGUDELO MALDONADO.pdf; PODER ESPERANZA AGUDELO.pdf; 

ESCRITURA PÚBLICA No. 522 del MEN_compressed (1).pdf

Marca de seguimiento: Seguimiento
Estado de marca: Marcado

 
 
Cordial saludo,  
  
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial 
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl podrá 
confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  
 
Atentamente,  
  

Grupo de Correspondencia  
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos  

Sede Judicial  CAN 
 
...SECG... 

De: Molina Murillo Angela Viviana <t_amolina@fiduprevisora.com.co> 
Enviado: viernes, 28 de agosto de 2020 16:31 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: CONTESTACIÓN 11001334204620190047500 - ESPERANZA AGUDELO MALDONADO  
  
Señores:  
JUZGADO 46 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÀ D.C. 
 
Radicado:                     11001334204620190047500 
Medio de control:         NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Demandante:                 ESPERANZA AGUDELO MALDONADO  
Demandado:    NACIÓN, MINISTERIO DE EDUCACIÓN, FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
 
De conformidad con lo estipulado en lo estipulado en el artículo 26 del Acuerdo No. PCSJA20-11567 y en el artículo 2 
del Acuerdo No. PCSJA20-11581 del Consejo Superior de la Judicatura, me permito radicar de manera digital 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA en el asunto de la referencia. 
Deseándoles éxitos en sus labores diarias; 
 



2

 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser utilizada por la 
persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión, 
distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe este correo, por favor 
reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La 
respuesta a este correo con el envío de información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca 
al eventual uso o tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades 
contenidas en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se 
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar consultas, 
peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A. Así mismo, 
podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en los siguientes canales de atención: 
Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico: 
protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ 
GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, 
Fax: Ext. 500. Correo electrónico: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a 
viernes en jornada continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las 
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la institución. 
Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, 
sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de 
dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que 
puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante 
el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los 
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 
4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer 
uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por 
Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por 
considerar que es de su interés.  
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Señores: 
JUZGADO CUARENTA Y SEIS (46) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
D.C. 
E.      S.      D. 
 

 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Medio de Control:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado:  110013342046-2019-00475-00 

  

Demandante:  ESPERANZA AGUDELO MALDONADO 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 

 
 
ÁNGELA VIVIANA MOLINA MURILLO identificada civil y profesionalmente como aparece al pie 
de mi firma,  actuando en calidad de apoderada del Ministerio de Educación Nacional, -Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder a mi sustituido por el Dr. 
Luis Alfredo Sanabria Ríos, apoderado General de la entidad en virtud de la Escritura Pública 
522 de 28 de marzo de 2019, estando en términos  por medio de la presente me permito pre-
sentar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA del proceso de la referencia en los siguientes términos: 
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES: 
 
Con relación a las pretensiones, declaraciones y condenas solicitadas por la parte demandante, 
me opongo a todas y cada una de ellas así:  
 
A LAS DECLARATIVAS: 
 
Primera: ME OPONGO, como quiera que el acto administrativo acusado se encuentra conforme 
a derecho y por lo anterior no se encuentra viciado de nulidad. 
 
Segunda: ME OPONGO, como quiera que la misma es consecuencia de las anterior. 
 
Tercera: ME OPONGO, como quiera que la misma es consecuencia de las anterior. 
 
Cuarta: ME OPONGO, toda vez que el simple hecho de solicitar la sanción moratoria, ya se en-
tiende un pago adicional al de las cesantías. 
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Quinta: ME OPONGO, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el derecho a la 
legítima defensa y por ende no se debe condenar en costas si no hay gastos en los que hizo 
incurrir la parte vencida de conformidad con lo dispuesto por el artículo 365  del Código General 
del Proceso. 
 
Sexta: No corresponde a una pretensión como tal, por lo anterior sin manifestación sobre la 
misma. 
 

FRENTE A LOS HECHOS: 
 

1. No me consta, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso. 
1. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
2. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante 
3. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
4. NO ES CIERTO, toda vez que la cesantía fue pagada el 18/02/2019, conforme se evidencia en 

certificado de la Fiduprevisora. 
5. NO ES CIERTO, por cuanto los 70 días para el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 

fenecieron el 29/10/2018. 
6. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
7. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
8. Parcialmente cierto, toda vez por medio del Oficio No. 20191090990331 de 09/05/2019 se 

dio respuesta de fondo a la petición de reconocimiento de la sanción mora elevada por el 
docente, es decir se dio una respuesta clara y de fondo aprobando dicha solicitud. 

9. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
10. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
11. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
12. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
13. No me consta, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso. 
14. No es un hecho, es una afirmación de la parte actora sobre la existencia del derecho del 

cual se pretende el reconocimiento y que es objeto de la presente controversia 
 

EXCEPCIONES 
 
LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO: 
 
Es del caso señalar que el docente pretende la nulidad del Oficio No. 20191090990331 de 
09/05/2019 por medio del cual fue aprobado el pago de la sanción moratoria, de lo anterior es 
menester señalar que el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, dio una respuesta de 
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fondo frente a la petición elevada a la entidad, decisión que fue favorable al docente y ajustán-
dose a derecho conforme a la normatividad que rige el caso concreto, de lo anterior se eviden-
cia que no existe ilegalidad dentro del acto acusado y que el mismo fue proferido en derecho, 
por lo cual no hay lugar a la declaratoria de nulidad.  
 
IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACIÒN DE LA SANCIÒN MORATORIA: 

Al respecto es importante señalar que la indexación se constituye en uno de los instrumentos 
para hacer frente a los efectos de la inflación, en el campo de las obligaciones dinerarias, es 
decir, aquellas que deben satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determi-
nada entre las que se cuentan, por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenó-
meno inflacionario produce una pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda. Sin em-
bargo, en cuanto refiere a la sanción moratoria generada por el pago tardío de las cesantías, 
dicha indexación no es procedente, lo anterior conforme lo ha expuesto el Consejo de Estado 
en Sentencia de Unificación de fecha 18 de julio de 2018, donde textualmente se indicó que: 

 “ (…) es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de las cesantías, 
es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador reconozca y pague 
de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el poder adquisitivo de la 
suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para adquirir bienes y servicios o lo 
que la ley disponga como su propósito. 

 Desde la óptica del empleado, si bien la sanción moratoria representa una suma de dinero con-
siderable, sucesiva mientras no se produzca el pago de las cesantías; ella ni lo compensa ni lo 
indemniza por la ocurrencia de la mora del empleador en cumplir con su obligación de dar, 
puesto que su propósito es procurar el pago oportuno de la prestación social, razón por la cual, 
no es posible hablar que estamos ante un derecho o una acreencia derivada de la relación de 
trabajo o de las eventualidades que el empleador ampare en virtud de lo que ordena la ley. 

De ahí que, en materia de sanción moratoria sea necesario distinguir su naturaleza de la volun-
tad legislativa de orientar que el empleado fuera su beneficiario, y en ese panorama concluir 
que se trata de un derecho; pues contrario a ello, no se erige como una prerrogativa prestacio-
nal en la medida que no busca proteger al trabajador de las eventualidades a las que puede 
verse sometido durante una relación laboral, sino que se instituye como una penalidad econó-
mica contra el empleador por su retardo en el pago de la prestación social de las cesantías y en 
favor del servidor público. 

En tal sentido, al no tratarse de un derecho laboral, sino de una penalidad de carácter econó-
mica que sanciona la negligencia del empleador en la gestión administrativa y presupuestal 
para reconocer y pagar en tiempo la cesantía, no es procedente ordenar su ajuste a valor pre-
sente, pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención de compensar ninguna 
contingencia relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo” (subrayado fuera del texto). 
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En ese orden de ideas, es preciso concluir que no tiene vocación de prosperidad dicha preten-
sión. 

 
IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS 
 
Señor Juez, en el presente caso no procede la condena en costas teniendo en cuenta que El 
artículo 365 del Código General del Proceso establece que las costas deben ser debidamente 
demostradas 

 
Art. 188. CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se ventile un interés 
público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución 
se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil. 

Es así, como el artículo citado previamente remite de manera expresa al Estatuto Procesal que 
será aplicable, el cual corresponde a la Ley 1564 de 2012. 

Código General del Proceso.  

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en 
que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas: 

[…] 8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron 
y en la medida de su comprobación. […](Negrita y subrayado fuera de texto) 

Es así como según las leyes citadas y lo actuado en el proceso, no procede entonces la condena 
en costas  de los cuales se integran en parte por las agencias en derechos,  en consecuencia 
solo habrá lugar a condena en costas cuando en el expediente se pruebe de manera objetiva 
su causación. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LOS DOCENTES: 
 
La Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, establece los términos para el recono-
cimiento y pago de las cesantías para los servidores del sector público, de allí se desprende que 
los términos a tener en cuenta para el reconocimiento de dicha prestación corresponden a 15 
días posteriores a la solicitud de la cesantía para la expedición del acto administrativo, 5 o 10 
días para su ejecutoria (dependiendo de la fecha de la petición y teniendo en cuenta la entrada 
en vigencia del C.P.A.C.A.) y 45 días para el pago efectivo de los dineros. Ahora bien y en lo que 
respecta a la mora en el cumplimiento de dichos términos, la referida ley, prevé: 
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“Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y 
cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la liqui-
dación de las cesantías definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta prestación 
social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 
 
Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los servidores 
públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día 
de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual 
solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo(…)” 

 
De igual manera, la Corte Constitucional, en Sentencia SU-336-17, estableció que los anteriores 
términos y las consecuencias de su incumplimiento son aplicables igualmente para el reconoci-
miento y pago de las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG, indicando así que: 
 
“La Sala Plena de esta Corporación considera que aquellas personas que se desempeñan como do-
centes al servicio del Estado tienen derecho, previo cumplimiento de los requisitos legales y según 
se evalúe en cada caso concreto, al reconocimiento de la sanción moratoria por el pago tardío de 
las cesantías, establecida en la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006” 

 
De allí que el Máximo Tribunal Constitucional, sentó jurisprudencia indicando en resumen que 
(i) la sanción moratoria busca contribuir con la mengua de las cargas económicas que pueden 
enfrentar los asalariados por la demora injustificada del pago de sus cesantías, (ii) los docentes 
oficiales no hacen parte de la categoría de servidores públicos, no obstante, sus funciones y 
características se asemejan a los mismos y por ende se les aplicara el régimen general en lo que 
no regule la Ley 91 de 1989, (iii) la intención del legislador fue fijar la sanción mora tanto para 
todos los funcionarios públicos y los servidores estatales, es decir involucrando a todo el apa-
rato del estado, tanto a nivel nacional como territorial, (iv) la aplicación de este régimen pro-
pende por la protección al derecho a la seguridad social, (v) se propende por el derecho a la 
igualdad entre personas que se encuentran en el mismo contexto factico, (vi) la aplicación del 
régimen general de los servidores públicos a los docentes, se convierte en la condición más 
beneficiosa y la que más se adapta a la interpretación constitucional. 
 
De lo anterior se concluye que la sanción moratoria establecida en el artículo 5° de la Ley 244 de 
1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, es aplicable en el caso del pago tardío de cesantías a 
los docentes afiliados al FOMAG. 
 
CÁLCULO DE LA SANCIÓN MORATORIA: 
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El Consejo de Estado, en sentencia de unificación SUJ-012-S2 del 18 de julio de 2018, estableció 
los criterios para determinar el momento a partir del cual se deben empezar a contar los días 
de mora y el salario base aplicable. 
 
En dicha sentencia, el Consejo de Estado establece que, en los casos en los que se dio respuesta 
extemporánea a la solicitud de cesantías parciales o definitivas, la mora inicia después de se-
tenta (70) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud. 
 
Por otra parte, en relación con el salario base, señala que, tratándose de cesantías definitivas, 
dicho salario corresponde a la asignación básica vigente en la fecha en que se produjo el retiro 
del servicio del servidor público; y en el caso de cesantías parciales, se deberá tener en cuenta 
la asignación básica vigente al momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolon-
gación en el tiempo. 

 
DEL CASO EN CONCRETO: 

 
Conforme con lo indicado en el libelo demandatorio, el problema jurídico a resolver por parte 
del juez dentro del presente litigio corresponderá a determinar si el Oficio No. 20191090990331 
de 09/05/2019 se encuentra inmerso en causal alguna de nulidad, al haber aprobado la sanción 
moratoria solicitada por la parte actora, quien considera que no existió una respuesta de fondo 
al respecto de su petición. 
 
Bajo dicha coyuntura y conforme con las documentales allegadas al plenario se puede eviden-
ciar que el docente realizó la solicitud de cesantías el 17/07/2018 de allí que los 70 días para el 
reconocimiento y pago de dicha prestación fenecieron el 29/10/2018  y de acuerdo con lo con-
templado por el Consejo de estado la mora iniciaría contarse desde el día siguiente, es decir, 
desde el 30/10/2018  y hasta el día anterior al pago efectivo de la prestación, de allí que, si así 
queda probado en el proceso, el pago correspondería al 17/02/2019 para un presunto total de 
110 días de mora, difiriendo de lo solicitado en la demanda. 
 
En ese orden de ideas, es claro que la decisión adoptada dentro del Oficio 20191090990331 se 
encuentra ajustada a derecho en el entendido que aprobó la sanción moratoria. 

 
PRUEBAS 

 
De la manera más respetuosa solicito al despacho que se decrete la práctica de las siguientes 
pruebas: 
 
Documental: 
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• Certificado expedido por la Fiduprevisora S.A en donde se evidencia la fecha de pago 
de la cesantía. 

 
De oficio: 
 

▪ Ofíciese a la Secretaría de Educación, a efectos que remita con destino a este 
expediente el trámite interadministrativo adelantado ante el ente pagador para la 
expedición del acto administrativo. 
 
 
 
 

ANEXOS. 
1. Poder especial conferido a mi favor. 
2. Escritura Pública No.  522 de 28 de marzo de 2019 y sus anexos. 
 
 

NOTIFICACIONES. 
 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 
72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y t_amolina@fi-
duprevisora.com.co 

  
Del señor(a) Juez, 
  

  
 
 ÀNGELA VIVIANA MOLINA MURILLO 

C.C. 1.019.103.946 de Bogotá  
T.P 295.622 de C. S. J.  

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co


 

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
 

          
JUZGADO 46 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C. 
E.      S.      D. 
_________________________________________________________________________________________________ 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado: 11001334204620190047500 
Demandante: ESPERANZA AGUDELO MALDONADO 
Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO. 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS identificado con Cédula de Ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá, abogado en ejercicio, 
portador de la Tarjeta Profesional No. 250.292 del Consejo Superior de la Judicatura en calidad de apoderado/a de:  
 
1. LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, NIT. 899.999.001-7, conforme al poder general otorgado por el 
doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, 
mediante la escritura pública No. 522 del 28 de Marzo del 2019, en la Notaría Treinta y Cuatro del Círculo Notarial de 
Bogotá D.C. 

Y/O 
2. FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., NIT. 860.525.148-5,en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio 

Autónomo FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al poder general otorgado por 
su Representante Legal, el doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FRAILY, a través de la escritura Pública No. 062 del 31 

de enero de 2019, protocolizada en la Notaría Veintiocho del Círculo Notarial de Bogotá D.C. 
 

Manifiesto ante su Despacho que SUSTITUYO PODER a los abogado ÁNGELA VIVIANA MOLINA MURILLO, identificado/a 
con la Cédula de Ciudadanía No. 1.019.103.946 de Bogotá D.C. y portador de la Tarjeta Profesional No. 295622 del C.S. 

de la J, y al abogado JAVIER ANTONIO SILVA MONROY, identificado/a con la Cédula de Ciudadanía No. 1.033.712.322 de 
Bogotá D.C. y portador de la Tarjeta Profesional No. 233.686 del C.S. de la J, para que realicen la defensa técnica en el 

proceso para el cual se aporta el presente documento. 
 

El apoderado sustituto tendrá las facultades a mi conferidas, incluyendo las facultades sustituir, presentar recursos 
ordinarios y extraordinarios, PRESENTAR LAS FORMULAS DE CONCILIACIÓN PREJUDICIAL Y JUDICIAL de acuerdo con las 
directrices estipuladas dentro del acta emitida por el Comité de Conciliación de la entidad referida, y en general, todas 

aquellas funciones propias de este mandato, en los términos establecidos en el artículo 77 del Código General del 
Proceso. 

 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios 

a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 
De manera respetuosa, solicito al despacho que las actuaciones procesales notificadas por correo electrónico sean 

notificadas a la dirección de correo electrónico: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
Por lo anterior, solicito aceptar esta petición en los términos y para los fines del presente mandato. 

Del Despacho, 
 
 
      
 
      

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
Cédula de Ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá 
Tarjeta Profesional No. 250.292 del C.S. de la J 

 
 

Acepto poder 
 
 

ÁNGELA VIVIANA MOLINA MURILLO 
Cédula de Ciudadanía No. 1.019.103.946 de Bogotá D.C. 

Tarjeta Profesional No. 295622 del C.S. de la J

mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co





































